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AUTORIDAD REGULADORA
DE 1OS SERVICIOS PUBLICOS






RESOLUCIÓN RRG-8794-2008
San José, a las diez horas con treinta minutos del 2 de setiembre de dos mil ocho.

MODELO DE CÁLCULO DEL MARGEN DE DISTRIBUCIÓN DE LOS DISTRIBUIDORES, AGENCIAS Y DETALLISTAS QUE EXPENDEN GAS LICUADO DE PETRÓLEO EN CILINDROS

___________________________________________________________________

EXPEDIENTE ET-118-2008
RESULTANDO:

I. Que 26 de junio del 2008, mediante oficio 419-DEN-2008 se le remite al Regulador General el informe técnico referente a la propuesta de cálculo del margen para expender gas licuado de petróleo (GLP) en cilindros por parte de distribuidores, agencias y detallistas (folios 02 a 64).

II. Que el 27 de junio del 2008, mediante oficio 210-RG-2008, se instruye al Archivo Central para que haga la apertura del expediente respectivo (folio 01).

III. Que el 1º de julio del 2008, mediante oficio 219-RG-2008 se instruye a la Dirección de Protección del Usuario, para que se convoque a la respectiva audiencia pública el modelo de cálculo del citado margen, contenido en el expediente ET-118-2008 (folio 65 a 68).

IV. Que la convocatoria a audiencia pública fue publicada el 9 de julio del 2008, en los periódicos la República y Diario Extra (folio 69 a70) y el 11 de julio del 2008 en La Gaceta N°134 (folio 233).

V. Que en el informe de instrucción, visible en los folios 253 a 265 , se indica que de acuerdo con lo establecido en la Ley 7593, artículo 36 y en el Decreto 29732-MP, artículos 50 al 56, se presentaron las siguientes posiciones:

1- Ramón Zúñiga Silva, distribuidor minorista de gas (folios 75 al 76).  Argumenta que en la hoja 3 del oficio 419-DEN-2008/1655 párrafo 3 da a entender que los distribuidores minoristas obtienen mayores ingresos y que eso incide en el alto costo para los consumidores. Manifiesta que dicha aseveración es relativamente cierta, pero no considera los altos costos que tienen los distribuidores minoristas para suministrar el producto y si se hace una investigación de campo selectiva, notarán que la mayoría de los detallistas venden GLP a los consumidores a menor precio que el publicado en la lista oficial de precios.  Sugiere que apoyen al consumidor y que se haga un plan en ese sentido, sin perjudicar extremadamente a los actores de la cadena de distribución, por ejemplo que el gobierno le baje al Gas LP un 5% a los impuestos y que a los demás actores conocidos en autos se les baje un 2,50% en el margen de utilidad.

2- Alberto Alpízar Arias, distribuidor independiente del gas (folios 77 al 81).  Solicita que se rechace la propuesta de cambio de modelo utilizado para calcular el margen de distribución en la comercialización de cilindros de gas licuado de petróleo, o en su defecto dicho margen de comercialización sea calculado desde la última fijación hecha para Tropigás de Costa Rica S.A. transformando los precios o márgenes de comercialización fijados en esa oportunidad en absolutos, y de ahí traídos al presente con base en el Índice de Precios al Consumidor y que se archive el expediente administrativo.  Manifiesta que de aprobarse la propuesta obligaría a retirarse del negocio a pulperías y abastecedores en dichas zonas y se perjudicaría al consumidor  ya que las condiciones de compra y venta en las zonas rurales del país es muy diferente a San José.  Omite la ARESEP su deber de promover que se dé una sana competencia entre todos los que participan en el comercio del gas, ya que los distribuidores de gas independientes no se benefician en nada de la mal llamada eficiencia en el llenado de cilindros, que ha provocado denuncias ante la Comisión de Defensa del Consumidor.  
3- Asociación Nacional de Distribuidores de Gas Propano y Afines (ADIGAPA), representada por Henry Hernández Alfaro (folios 82 al 85).  Consideran que la decisión de volver de nuevo al margen de comercialización del año 2001 no está sustentado en estudios técnicos, porque no se está tomando en consideración por ejemplo la devaluación del dólar y la inflación en su totalidad durante todo ese período.  Le preocupa que no se tome como parámetro para la actualización del margen de comercialización, el índice de aumento del precio del petróleo, más aún cuando es el principal insumo que se utiliza en las etapas de distribución del gas GLP, al ser este producto comercializado por distribución y agencias y detallista.  Los costos de operación necesariamente deben de ser recuperados a través de una fijación justa de un margen equilibrado de comercialización del gas, siendo que para tal fin resulta sumamente  simple, práctico y razonable el cálculo porcentual de dicho margen de comercialización, no así la fijación de un margen absoluto, el cual siempre estará desfasado, respecto a los precios de los hidrocarburos empleados en el reparto de los cilindros.  La ARESEP debe regular estrictamente lo referente a la venta de cilindros metálicos, ya que estos son vendidos muy por encima del precio y/o costo de los mismos, lo cual atentaría contra el principio del servicio al costo, debiéndose fijar un tope de utilidad en la venta de dichos envases.
4- José Alonso Jiménez Fernández, distribuidor independiente del gas (folios 86 al 90).  Considera que la decisión de volver de nuevo al margen de comercialización de años 2001 no está sustentado en estudios técnicos lo que constituye un quebranto al principio de irretroactividad normativa, porque no se está tomando en consideración por ejemplo la devaluación del dólar y la inflación en su totalidad durante todo ese período.  Si el margen de comercialización no es acorde a los costos de operación muchos de los distribuidores deberán de dedicarse a otras actividades, lo que va a incidir directamente en la competencia, y lógicamente en el sistema de bandas en los precios del gas.  Los costos de operación necesariamente deben de ser recuperados a través de una fijación justa de un margen equilibrado de comercialización del gas, siendo que para tal fin resulta sumamente  simple, práctico y razonable el cálculo porcentual de dicho margen de comercialización, no así la fijación de un margen absoluto, el cual siempre estará desfasado, respecto a los precios de los hidrocarburos empleados en el reparto de los cilindros.  La ARESEP debe regular estrictamente lo referente a la venta de    cilindros metálicos, ya que estos son vendidos muy por encima del precio y/o costo de los mismos, lo cual atentaría contra el principio del servicio al costo, debiéndose fijar un tope de utilidad en la venta de dichos envases.

5- Tatiana Baldí Solano, distribuidora de gas (folios 91 al 94).  Considera que la decisión de volver de nuevo al margen de comercialización de años 2001 no está sustentado en  estudios técnicos por lo que constituye un quebranto al principio de irretroactividad normativa, porque no se está tomando en consideración por ejemplo la devaluación del dólar y la inflación en su totalidad durante todo ese período.  Si el margen de comercialización no es acorde a los costos de operación muchos de los distribuidores deberán de dedicarse a otras actividades, lo que va a incidir directamente en la competencia, y lógicamente en el sistema de bandas en los precios del gas.  Los costos de operación necesariamente deben de ser recuperados a través de una fijación justa de un margen equilibrado de comercialización del gas, siendo que para tal fin resulta sumamente  simple, práctico y razonable el cálculo porcentual de dicho margen de comercialización, no así la fijación de un margen absoluto, el cual siempre estará desfasado, respecto a los precios de los hidrocarburos empleados en el reparto de los cilindros.  La ARESEP debe regular estrictamente lo referente a la venta de    cilindros metálicos, ya que estos son vendidos muy por encima del precio y/o costo de los mismos, lo cual atentaría contra el principio del servicio al costo, debiéndose fijar un tope de utilidad en la venta de dichos envases.

6- Refinadora Costarricense de Petróleo S.A. (RECOPE), representada por José L. Desanti Montero. Presidente Ejecutivo (folio 95).  Solicita que cualquier cambio en el margen de los distribuidores de gas licuado de petróleo se traslade en la misma cantidad y dirección al precio del consumidor final.

7- Defensoría de los Habitantes, representada por Ana Karina Zeledón Lépiz (folio 96 a 101).  Considera que la propuesta de la ARESEP resulta en total apego a lo que la Constitución y su ley establecen y evita el abuso en contra de los consumidores por cobros excesivos, particularmente en este caso, donde el producto forma parte de la canasta básica y es de alto consumo dentro de las familias de menores ingresos.   En circunstancias normales, cuando todos los factores de costo presentan un comportamiento similar a la tasa de inflación del país, la aplicación de márgenes de utilidad porcentuales resulta razonable, pues el margen de comercialización se moverá acorde con el crecimiento de los precios y costos de operación de los distribuidores, quienes podrán cubrir costos y mantener una utilidad razonable.  Cuando entra en juego un elemento discordante, como es el caso del precio internacional de los derivados de petróleo, cuyo costo ha crecido desproporcionadamente en los últimos tiempos con respecto al resto de bienes y servicios, se generan distorsiones a partir de la aplicación de márgenes porcentuales de comercialización.
8- Quiro del Atlántico S.A., representada por el señor Allen Quirós Arias (folios 102 al 112).  Argumentan que no están de acuerdo en que el margen establecido en términos relativos de un 15% pase a un margen de utilidad fijado en valores absolutos de ¢157,28.  La propuesta de la ARESEP no cumple con los principios de servicio al costo y de continuidad y eficiencia contemplados en la ley 7593.  El informe técnico elaborado por los funcionarios de la ARESEP es erróneo, porque el método seguido no se basa en los costos operativos reales y actuales de la actividad de la distribución de GLP, sino en los datos del año 2001 de las envasadoras.  No es cierto que el margen relativo haga que su equivalente absoluto incremente continuamente generando cada vez mayores ingresos (en términos brutos).  No se ha tomado en cuenta la realidad del mercado, puesto que existen varios tipos de comercializadores de GLP, cada uno con su propia estructura de costos.  Otro factor a considerar son las condiciones que presentan las zonas rurales como Limón, que en su caso incrementa sustancialmente los costos.  Algunos elementos que componen la cadena de gastos que genera la distribución de gas envasado se compran en dólares americanos al tipo de cambio de la fecha, el cual es inestable.  Con la propuesta no se puede realizar ninguna inversión como la que se tiene proyectada para inicios del 2009, en renovar la flotilla de camiones de reparto, y más bien deja pérdidas.
9- Cámara Nacional de Distribuidores de Gas, representada por el Dr. Alejandro Betoni Traube (folios 113 al 121).  Argumenta violación al principio de equilibrio financiero y servicio al costo.  Amenaza a los principios de calidad, continuidad y eficiencia.  La metodología usada por ARESEP para su propuesta tarifaria es ilegal.  Vulneración de las reglas de la técnica, en cuanto al índice usado.  Falta de estudio técnicos completos, específicos y confiables.  Infracción a las normas sobre propuestas tarifarias y violación al principio de igualdad.  Desconocimiento de los actores del mercado y los modelos de distribución.  Desconocimiento de los nuevos costos operativos de los distribuidores.  

10- Viquemuri S.A., representada por Alex Víquez Sáenz (folios 122 al 137).  Argumenta que la tarifa que la ARESEP propone es un precio totalmente insostenible desde el punto de vista de los costos de operación de un distribuidor.  En ningún momento han sido contactados por la ARESEP para brindar información sobre los costos de operación y las necesidades de inversión en el nivel de distribución en la cadena de comercialización de gas.  Adjunta estudio técnico de sus costos  de operación para demostrar que el margen de comercialización propuesto no es suficiente.  Si no se realizan estudios técnicos del caso (del mercado, de costos, de activos, etc.) y no se conocen los costos verdaderos de los distribuidores, no es posible reducir el margen de comercialización, pues se ignora el punto de equilibrio entre los intereses de los distribuidores y los usuarios.

11- Tropigas de Costa Rica S.A., representada por Víctor Hugo Villalobos Portillo (folios 138 al 148).  Argumenta que de acuerdo con el artículo 3 y 31 de la ley 7593, la ARESEP esta violando los principios de servicio al costo y equilibrio financiero.  Se incumplen los parámetros definidos en el artículo 31 de la ley 7593 al no analizar en su propuesta la estructura productiva de la cadena de comercialización.  Violación al artículo 35 de la ley 7593 al no presentarse en la propuesta de la ARESEP estudios técnicos completos y fiables para justificar su actuar.  Al no analizarse la estructura de costos de la industria y considerar los diferentes tamaños y naturaleza de los distribuidores, se amenaza los principios de calidad, continuidad y eficiencia por eventual salida del mercado de los distribuidores, en contra de los establecido en el artículo 4 de la ley 7593.  La propuesta de la ARESEP va en contra del criterio de la Procuraduría General de la República C-30-2002.  Si bien el margen al distribuidor ha crecido a una tasa promedio anual del 19,9 %, los costos directos lo han hecho a una tasa similar, un 19,7%.

12- David Villalobos Carvajal y otros, vendedores minoristas o al detalle distribuidor de gas (folios 149 al 153). Ana Rojas Ruiz y otros, vendedores minoristas o al detalle distribuidor de gas (folios 154 al 158).  Liseth Hernández C y otros, vendedores minoristas o al detalle distribuidor de gas (folios 159 al 163).  Adriana Mejía F y otros, vendedores minoristas o al detalle distribuidor de gas (folios 164 al 168).  Jeannethe Aguilar H y otros, vendedores minoristas o al detalle distribuidor de gas (folios 169 al 173). Olga Cubero Chacón y otros, vendedores minoristas o al detalle distribuidor de gas (folios 174 al 178).  Teresita Solís Rojas y otros, vendedores minoristas o al detalle distribuidor de gas (folios 179 al 183).  María Ángeles Blanco y otros, vendedores minoristas o al detalle distribuidor de gas (folios 184 al 188).  Leyner Quesada Sancho y otros, vendedores minoristas o al detalle distribuidor de gas (folios 189 al 193).  Margarita Fernández A y otros, vendedores minoristas o al detalle distribuidor de gas (folios 194 al 198).  Edwin Alpizar A y otros, vendedores minoristas o al detalle distribuidor de gas (folios 199 al 203).  Alvaro Jiménez C y otros, vendedores minoristas o al detalle distribuidor de gas (folios 204 al 208).  Amable Álvarez A distribuidor minorista de gas (folios 209 al 213).  Edgardo Acuña  O y otros, vendedores minoristas o al detalle distribuidor de gas (folios 214 al 218). Argumentan que la propuesta de la ARESEP a todas luces resulta ser populista.  Las afirmaciones en contra de mantener un modelo de cálculo de dicho margen en términos porcentuales en vez de absolutos se caen por su propio peso, ya que el costo de entrega de cada cilindro se ve incrementado en la misma proporción porcentual en la que se incrementa el diesel y la gasolina empleada en los vehículos que realizan dicha tarea.  La ARESEP carece de información respecto de los segmentos atinentes y el mismo oficio 419-DEN-2008 así lo reconoce en las justificaciones de la reforma.  Que en dicho cambio se está omitiendo el sector más grande e importante de la cadena de comercializadores de gas LPG, no solo en cuanto a volumen de comercialización, sino en cuanto al capital del que dispone, el denominado “Cartel del Gas GLP”, conformado por todas las empresas envasadoras del país.  Existen estudios técnicos que demuestran que absolutamente todas las envasadoras de gas GLP están llenando los cilindros con menos gas del que están cobrando al venderlo, ello implica que están vendiendo el gas a un precio mayor del autorizado por ARESEP.  Con la propuesta se está propiciando que se reduzca la competencia en el mercado del gas GLP y que la venta del mismo se concentre sólo en las empresas envasadoras.  Solicita que de mantenerse el criterio de transformar el margen de comercialización de gas LPG para distribuidoras, agencias y detallistas, de relativo a absoluto, dicho cambio se realice con base en los precios anuales y el margen vigente, transformándolo en absoluto.
13- Asogas Express de Costa Rica S.A., representada por Carlos Manuel Quesada Pérez (folios 219 al 222) y Roy E. Gutiérrez Trejos, distribuidor (folios 223 al 225).  Argumentan que el margen de 15% vigente es el margen máximo o tope al que se puede optar y de él no existiría mayor incremento si las autoridades no aumentaran el precio del mismo.  Que un margen relativo para estos comercializadores hace que su equivalente absoluto se incremente en forma continua e injustificada, generando más ingresos para estos operadores y a la vez incrementando el precio del gas para los consumidores.  El Servicio Express no fue contemplado en este estudio y menos en la tabla de valores expuesta en el informe.  Los precios tienen un margen, pero no es verdad que no se beneficie al consumidor, pues las mismas envasadoras bajan el precio a los distribuidores que comercializamos para fomentar la competencia y adquirir más cantidad de distribuidores, precio que nosotros los comercializadores también buscamos para competir en el mercado y fomentar más clientes, de esta manera sí existe una competencia en beneficio del consumidor.  La falta de valorar el servicio Express y valorar realmente los márgenes correctos en este informe dará como resultado el cierre de estos servicios, cuando el margen neto de utilidad actualmente oscila entro los dos mil colones.

VI. Que el 14 de agosto del 2008, a las 18 horas, desde el auditorio de la Autoridad Reguladora y por medio de video conferencia se llevó a cabo la audiencia pública y en forma simultánea en Limón Centro, Heredia Centro, Ciudad Quesada, Liberia Centro, Puntarenas Centro, Pérez Zeledón y Cartago Centro.  El acta correspondiente a esta audiencia está en los folios 283-306.
VII. Que el citado estudio de oficio, posterior a la audiencia pública fue analizado por la Dirección de Servicios de Energía, produciéndose el oficio 600-DEN-2008 del 1° de setiembre de 2008, que corre agregado a los autos. 
VIII. Que en los plazos y procedimientos se han observado las prescripciones de ley.
CONSIDERANDO:

I. Que del informe 600-DEN-2008, que sirve de base para la presente resolución, conviene extraer lo siguiente:

· El margen de comercialización vigente, del 15% para los distribuidores, agencias y del 15% para los detallistas se determinó mediante resolución RRG-1907-2001 del 22 de marzo del 2001, publicada en La Gaceta Nº65 del 2 de abril del 2001. Además, en esa misma resolución se indicó que los precios en estas cadenas de distribución fueran máximos y con un descuento máximo del 13%.

· Los aumentos en los precios internacionales de los combustibles se reflejan en el aumento continuo de los precios plantel, incluido el Gas Licuado de Petróleo. Este comportamiento se ha acelerado en los últimos 5 años.

· El incremento acelerado en el precio del GLP se debe trasladar al precio que se le fija al envasador, el cual es la base para determinar el margen de comercialización tanto de los distribuidores y agencias, como de los detallistas. 

· Un margen relativo para estos comercializadores hace que su equivalente absoluto se incremente continuamente, generando cada vez mayores ingresos para estos operadores y a la vez incrementando, el precio del gas para los consumidores.  Sin justificación técnica (en costos de prestación del servicio), el margen absoluto de estos operadores de un servicio público se ha venido incrementado, lo que atenta contra el principio de servicio al costo establecido en la Ley 7593.
· Dispone el artículo 31 de la Ley de la Autoridad Reguladora, que en la fijación de los precios, tarifas y tasas se tomarán en cuenta las estructuras productivas modelo para cada servicio público, solo en caso de que exista imposibilidad comprobada de aplicar dicho procedimiento, se considerará la situación particular de cada empresa.  Es por ello que para el sector de distribución y comercialización de combustibles se ha utilizado el concepto de fijación de margen para la industria.

· La Autoridad Reguladora consideró conveniente ajustar el margen de comercialización de los distribuidores, agencias y detallistas, pasándolo de ser relativo a un margen absoluto por litro vendido y actualizándolo por inflación para luego hacer la traducción correspondiente a los cilindros, según su especificación de contenido.

· En las oposiciones no se aportaron los suficientes argumentos técnicos y jurídicos para desestimar la  propuesta de modificar  el cálculo del margen de los distribuidores de cilindros con contenido de gas licuado de petróleo.

· Excepto  en dos posiciones que se solicita dejar el margen vigente de 15% en su equivalente absoluto y rebajar en 2,5% los márgenes de los distribuidores,  las demás posiciones planteadas por los ponentes se centraron en rechazar la propuesta de cambio de cálculo del margen de distribución, sin demostrar técnicamente sus razones.

· Como el precio internacional del gas licuado inició su ascenso a partir del año 2003 y como lo que se pretende con la propuesta es eliminar el efecto del comportamiento de este precio en el margen, se encontró razonable hacer el ajuste en el margen a partir del año 2003.

· Para la determinación del margen absoluto que preservara su poder adquisitivo al 2008, se procedió de la manera siguiente: 

1. El precio vigente en el año 2003, tanto para los distribuidores y agencias, como para los detallistas, se determinó como el promedio de los precios que estuvieron vigentes durante ese año.

2. El margen de comercialización de las agencias y distribuidores, para el año 2003,  se obtuvo como la diferencia entre el precio promedio vigente, en el año 2003 (¢/litro), del envasador de GLP, y el precio promedio vigente, en ese mismo año, de las agencias y distribuidores.

3. El margen de comercialización para los detallistas, para el año 2003,  se obtuvo como la diferencia entre el precio promedio vigente, en el año 2003 (¢/litro), de los distribuidores y agencias y el precio promedio vigente, en ese mismo año, de los detallistas.

4. Los resultados obtenidos en 1. y 2. se multiplicaron por la variación de diciembre 2003 a diciembre 2004, del  Índice de Precios al Consumidor, publicado por el Instituto Nacional de Estadística y Censos (INEC). De esa forma se obtuvo el margen de comercialización tanto de las agencias y distribuidores como de los detallistas, correspondiente al año 2004.

5. Los resultados obtenidos en 4. se multiplicaron por la variación de diciembre 2004 a diciembre 2005, del  Índice de Precios al Consumidor, publicado por el Instituto Nacional de Estadística y Censos (INEC). De esa forma se obtuvo el margen de comercialización tanto de las agencias y distribuidores como de los detallistas, correspondiente al año 2005.

6. Los resultados obtenidos en 5. se multiplicaron por la variación de diciembre 2005 a diciembre 2006, del  Índice de Precios al Consumidor, publicado por el Instituto Nacional de Estadística y Censos (INEC). De esa forma se obtuvo el margen de comercialización tanto de las agencias y distribuidores como de los detallistas, correspondiente al año 2006.

7. Los resultados obtenidos en 6. se multiplicaron por la variación de diciembre 2006 a diciembre 2007, del  Índice de Precios al Consumidor, publicado por el Instituto Nacional de Estadística y Censos (INEC). De esa forma se obtuvo el margen de comercialización tanto de las agencias y distribuidores como de los detallistas, correspondiente al año 2007.

8. El Índice de Precios  al Consumidor a diciembre 2008 fue estimado por la DEN.

9. Los resultados obtenidos en 7. se multiplicaron por la variación de diciembre 2007 a diciembre 2008. De esa forma se obtuvo el margen de comercialización tanto de las agencias y distribuidores como de los detallistas, correspondiente al año 2008.
· El efecto de aplicar un margen porcentual se puede disminuir aplicando un valor absoluto y preservando su poder adquisitivo a través de tiempo, lo cual favorece al consumidor final y no afecta las finanzas de los operadores del servicio.

·  Actualizar la tarifa por inflación, tiene sustento técnico y legal, ya que es un indicador comúnmente utilizado para actualizar precios.  La Autoridad Reguladora con la audiencia pública, abrió el espacio para que los interesados rebatieran la metodología propuesta.  Al no aportarse con las oposiciones información debidamente sustentada, es válido aplicar el criterio externado por la Sala Constitucional en su voto N°02351-94, en el considerando XII, donde indica que si por algún motivo las empresas interesadas se niegan a suministrar la información que razonablemente se requiere, se abre la posibilidad para el órgano encargado de control, de fijar los precios siguiendo parámetros de acercamiento, lo que debe entenderse, desde luego, que es provisional y sujeto a corrección, cuando se suministre la información requerida en forma completa.

· Es reconocida la técnica de utilizar la inflación como indicador para actualizar precios, esta se ha aplicado en la actualización de salarios, la actualización de tarifas en el transporte público y otras actividades.  Por tanto, las tarifas propuestas se continuarán ajustando por inflación, hasta que los prestadores del servicio aporten un estudio económico sobre sus costos operativos.  
· Al no contarse con información de costos operativos de estos operadores y en la búsqueda de un margen absoluto por litro razonable para estos comercializadores, se procedió a determinar el margen absoluto promedio anual equivalente al 15% en cada eslabón de la cadena para el año 2003.  Una vez encontrado dicho margen absoluto por litro se procedió a actualizarlo por inflación (variación del IPC de diciembre a diciembre de cada año) hasta el año 2008 (la inflación del 2008 fue estimada).  Posteriormente se estableció el precio por tipo de cilindro según su contenido en litros.
II. Que respecto a los argumentos citados en las posiciones a que se refiere el resultando V de esta resolución debe indicarse lo siguiente:

Ramón Zúñiga Silva, distribuidor minorista de gas (folios 75 al 76).

El ponente no demuestra que los distribuidores tienen altos costos, ya que no presentó un balance entre sus ingresos y costos, con los respectivos respaldos económicos para demostrar lo que dice, de manera que no fundamentó su posición tal como lo establece el artículo 51 inciso a) del Reglamento a la Ley 7593, que obliga a presentar la posición acompañada de la prueba que la fundamente.  Su solicitud, de que se baje el margen vigente relativo del 15% a 12,5%, no se sustenta en un estudio técnico y en cuanto a que se disminuyan los impuestos a los combustibles, la Autoridad Reguladora no tiene competencia.

Dispone el artículo 31 de la Ley de la Autoridad Reguladora, que en la fijación de los precios, tarifas y tasas se tomará en cuenta las estructuras productivas modelo para cada servicio público, solo en caso de que exista imposibilidad comprobada de aplicar dicho procedimiento, se considerará la situación particular de cada empresa.  Es por ello que para el sector de distribución y comercialización de combustibles se ha utilizado el concepto de fijación de margen para la industria.

El ponente, al no aportar los costos operativos de su actividad en su oposición, obliga a la Autoridad Reguladora a buscar un método razonable para establecer el margen de comercialización.  Con el método propuesto, disminuye el margen vigente por litro que tienen en la actualidad todos los distribuidores de cilindros, lo que significa que estos agentes económicos tendrán que ajustar los descuentos que hacen.  Lo planteado por la Autoridad Reguladora hace que todos los consumidores se beneficien de la rebaja y no solo aquellos a los cuales se le aplica el descuento.

Con la subida de los precios de los combustibles, los costos operativos de algunos distribuidores se han incrementado, principalmente los que utilizan vehículos de reparto, pero se desconoce el impacto de esto en los costos totales de los operadores del servicio, el costo del combustible es uno más de los tantos en que incurren, este aumento de costos se considera en el índice de precios que se utilizó para hacer los cálculos.

Al no aportar las pruebas que fundamenten su posición tal como lo establece el artículo 51 del Reglamento a la Ley 7593, anteriormente citado, es válido utilizar la inflación como parámetro para actualizar el margen de distribución y mantener así su poder adquisitivo sin afectar el equilibrio financiero.  En este sentido, la Sala Constitucional en su voto N°02351-94, en el considerando XII, donde indica que si por algún motivo las empresas interesadas se niegan a suministrar la información que razonablemente se requiere, se abre la posibilidad para el órgano encargado de control, de fijar los precios siguiendo parámetros de acercamiento, lo que debe entenderse, desde luego, que es provisional y sujeto a corrección, cuando se suministre la información requerida en forma completa.

Es reconocida la técnica de utilizar la inflación como indicador para actualizar precios, se ha aplicado en la actualización de salarios, la actualización de tarifas en el transporte público y otras actividades.  Por tanto, las tarifas propuestas se continuarán ajustando por inflación, hasta que los prestadores del servicio aporten un estudio económico sobre sus costos operativos.
En los demás miembros que conforman la cadena de distribución (RECOPE, envasador) el margen de operación está en términos absolutos, por lo que no requieren de una modificación como la que se está planteando para los distribuidores de cilindros con contenido de gas licuado de petróleo.

Es razonable considerar que el precio del combustible inició su escalada a partir del año 2003; entonces; sin cambiar la metodología propuesta, se podría considerar aplicarla desde dicho año.  Además la Ley 7593 les da la opción a los prestadores del servicio, para que, por lo menos cada año soliciten una actualización de dicho margen.

Por las razones expuestas no se pude considerar la propuesta del ponente.   

Alberto Alpízar Arias, distribuidor independiente del gas (folios 77 al 81), Asociación Nacional de Distribuidores de Gas Propano y Afines (ADIGAPA), representada por Henry Hernández Alfaro (folios 82 al 85),  José Alonso Jiménez Fernández, distribuidora independiente del gas (folios 86 al 90), Tatiana Baldi Solano, distribuidora de gas (folios 91 al 94). 

Dese por respondida esta posición, con los mismos argumentos expuestos en la respuesta dada al señor  Ramón Zúñiga Silva, aclarándole al ponente que la Autoridad Reguladora no tiene potestad regulatoria sobre el precio de los cilindros de gas vacíos, solo de su contenido. 

Refinadora Costarricense de Petróleo S.A. (RECOPE), representada por José L. Desanti Montero. Presidente Ejecutivo (folio 95).

Toda variación en las tarifas y precios de los servicios públicos son trasladados al consumidor final, pues así se desprende de lo establecido en la Ley 7593 y su reglamento y en las metodologías tarifarias aprobadas por la Autoridad Reguladora. 

Defensoría de los Habitantes, representada por Ana Karina Zeledón Lépiz (96 a 101). 

Sobre la posición de Defensoría de los Habitantes, se indica que está de acuerdo con la propuesta planteada de cálculo del margen de los distribuidores de gas en cilindros.  La Defensoría avala la metodología propuesta y el procedimiento seguido.

Quiro del Atlántico S.A., representada por el señor Allen Quirós Arias (folios 102 al 112). 
Señala Quiro del Atlántico, S.A., que la propuesta de la ARESEP no cumple con los principios de servicio al costo y de continuidad y eficiencia, contemplados en la Ley 7593.

Al respecto, debemos manifestar que el principio de servicio al costo que califica la actividad de este Ente Regulador, permitiendo que los prestadores, a través de la retribución tarifaria, cubran los costos invertidos en la prestación del servicio y obtenga una rentabilidad razonable; únicamente se contemplarán los costos necesarios para prestar el servicio, que garantice un adecuado desarrollo de la actividad por parte de los prestadores del servicio, de conformidad con lo indicado en el artículo 3º de la Ley 7593.

Sobre la base de estas consideraciones generales, la Autoridad Reguladora puede aplicar, aquellos instrumentos que permitan cumplir el principio citado supra. 

Es conveniente transcribir el dictamen de la Procuraduría General de la República C-003-2002 de 7 de enero de 2002 en la que se lee lo siguiente:

“[...] Señalamos al efecto que, conforme el artículo 3 de la Ley de la Autoridad Reguladora, el principio que rige la fijación de tarifas es el de servicio al costo. Dispone dicho artículo en su inciso b) sobre el servicio al costo:

‘... Principio que determina la forma de fijar las tarifas y los precios de los servicios públicos, de manera que se contemplen únicamente los costos necesarios para prestar el servicio, que permitan una retribución competitiva y garanticen el adecuado desarrollo de la actividad, de acuerdo con lo que establece el artículo 31’.

Ante lo cual expresamos que:

‘Este último artículo obliga a la ARESEP a tomar en cuenta las estructuras productivas modelo para cada servicio según el desarrollo del conocimiento, la tecnología, las posibilidades del servicio, la actividad de que se trate y el tamaño de la empresa. Asimismo, señala como elemento para la fijación los criterios de equidad social, sostenibilidad ambiental, conservación de energía y eficiencia económica definidos en el Plan Nacional de Desarrollo. Al mismo tiempo, se obliga a la Autoridad a que sus tarifas respeten el equilibrio financiero de las entidades prestatarias. Es de advertir que la Ley contiene otros elementos que deben ser tomados en cuenta en las fijaciones tarifarias: la necesidad de justificar la petición (artículo 33); la circunstancia de que las tarifas rigen a partir de su publicación, nunca retroactivamente y el derecho de los consumidores a tener acceso a los estudios técnicos e incluso aquellos elementos que no se consideran costos retribuibles (artículo 32)’. 

En el cumplimiento de este principio, la Entidad Reguladora puede establecer diversas metodologías, que serán válidas en tanto se funden en los costos necesarios del prestatario del servicio. Señalamos, al efecto, que más allá del respeto de los principios que rigen la fijación tarifaria, la escogencia de la metodología más adecuada constituye un problema de carácter técnico [...].” (El subrayado es nuestro.)

En virtud de lo anterior, para la fijación tarifaria, la Autoridad Reguladora no se encuentra obligada a usar un único instrumento, sino que, dentro de las reglas de la ciencia y la técnica, podrá optar por aquellos que considere más idóneos. En tanto sean compatibles con lo que ordenen los artículos 15 y 16 de la LGAP.

Sobre los principios de continuidad y eficiencia, son propios de los servicios públicos y se encuentran contenidos expresamente en los artículos 4 y 12 de la Ley General de la Administración Pública, que establecen lo siguiente:

“Artículo 4.-

La actividad de los entes públicos deberá estar sujeta en su conjunto a los principios fundamentales del servicio público, para asegurar su continuidad, su eficiencia, su adaptación a todo cambio en el régimen legal o en la necesidad social que satisfacen y la igualdad en el trato de los destinatarios, usuarios o beneficiarios.

Artículo 12.-

1.  Se considerará autorizado un servicio público cuando se haya indicado el sujeto y el fin del mismo.  En este caso el ente encargado podrá prestarlo de acuerdo con sus propios reglamentos sobre los demás aspectos de la actividad, bajo el imperio del Derecho.

2.  No podrán crearse por reglamento potestades de imperio que afecten derecho del particular extraños a la relación de servicio.”

La Procuraduría General de la República, en el dictamen C-293-2006, de 20 de julio de 2006, define los servicios públicos, partiendo del interés general que reviste la actividad, analizando la evolución del concepto:

“[…] 2.-Una reserva legal 
Corresponde al legislador señalar cuáles son las actividades que, en razón del interés general que encierran, son consideradas como servicio público. Este aspecto de la competencia del legislador está presente en nuestro ordenamiento, ya que la Ley de creación de la Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos dispone: 

"Artículo 3.-


Definiciones: Para los efectos de esta ley, se definen los siguientes conceptos: 
a) 
Servicio Público, el que por su importancia para el desarrollo sostenible del país sea calificado como tal por la Asamblea Legislativa, con el fin de sujetarlo a las regulaciones de esta ley". 

Disposición que debe entenderse en el sentido de que es servicio público la actividad calificada por tal por el legislador, para efectos de sujetarla a un determinado régimen. Pero para efectos de la citada ley N° 7593 sólo son servicios públicos los expresamente así señalados por la ley. La Procuraduría ha interpretado esa disposición, indicando que: 
"no significa que solo existe servicio público si expresamente la ley indica que se trata de un servicio público o bien, si expresamente está contemplado en el artículo 5° de la Ley de la ARESEP.  En efecto, aparte de que dicho artículo es una disposición de rango legal que no vincula al legislador, cabe recordar que comúnmente el legislador crea servicios públicos sin señalar expresamente que la actividad que regula y atribuye a la Administración es servicio público, lo que no desdice de la naturaleza jurídica de esa actividad. Basta, al efecto, que la actividad haya sido legalmente considerada de interés público. Se cumple, así, el principio de que la publicatio, acto de declaración de una actividad como de interés público, se realiza a través de la ley, en virtud del principio de reserva legal" (dictamen N° C-152-2000 de 7 de julio de 2000). 
A contrario sensu, si el legislador ha calificado determinada actividad no sólo de interés público sino de servicio público, resulta evidente que la Administración debe tenerla, para todos los efectos, como servicio público. Poco importa, al efecto, que la actividad no esté contemplada en el artículo 5 de la Ley de la ARESEP. Por consiguiente, a dicha actividad le resultará aplicable el régimen general de los servicios públicos, salvo disposición en contrario del ordenamiento. 

3.-Un régimen jurídico particular 
La actividad de servicio público se somete a un régimen jurídico particular que se fundamenta en la satisfacción del interés general. Elemento esencial de ese régimen es la publicatio, lo que no excluye que la gestión del servicio sea realizada en forma indirecta. Al lado de estos elementos tenemos la sujeción a principios. Los principios tradicionales, conocidos como Lois de Rolland y consagrados en el artículo 4 de la Ley General de Administración Pública, actúan como elemento unificador de la noción: igualdad, continuidad y adaptación constante; a los que se agregan los principios de transparencia, neutralidad, especialidad, derecho de participación del usuario en su gestión; calidad, rapidez, tarificación por costos, responsabilidad, etc. 

En tratándose de los servicios públicos de carácter industrial o comercial, caracterizados porque se refieren a actividades de producción e intercambio de bienes y servicios, se ha desarrollado a partir de 1980 la técnica de la regulación económica. La regulación incide sobre un determinado sector del mercado mediante el establecimiento de reglas, directivas e incentivos, a los efectos de orientar las decisiones de los actores hacia el interés general. Características de esa regulación son la subsidiariedad y transitoriedad (D, NALLAR  El Estado regulador y el nuevo mercado del servicio público, Depalma, Buenos Aires, 1999, p. 120, L. RAPP “Les nouvelles régulations économiques” AJDA , juin 2001, p. 568, D, TRUCHET “L’idée d’un corps de régles commun aux services publics s’imposera”, AJDA, 26 janvier 2004, p. 117). 

La regulación es una técnica que incide directamente en la organización del servicio pero también en su prestación, particularmente cuando esa regulación se manifiesta mediante un procedimiento administrativo de supervisión de la acción y control tarifario. Podría decirse que una de las particularidades del actual régimen del servicio público industrial y comercial radica, precisamente, en la regulación. 

Debe quedar claro que la regulación es expresión del poder de policía en materia económica. Es por ese hecho que se presenta en relación con los servicios públicos de naturaleza económica. Que este sea el campo de la regulación se explica por el objeto de ésta. La función tiene como objeto un arbitraje, un equilibrio entre distintos objetivos, de valor económico o no económico (por ejemplo, protección del consumidor, respeto a los derechos fundamentales, satisfacción de intereses públicos) en el marco de un mercado competitivo. Supone, entonces, una actividad de carácter económico. 

Empero, la existencia del servicio público no está determinada por la regulación. En consecuencia, pueden existir servicios públicos, incluso de naturaleza económica, que no estén sujetos a regulación. Como anteriormente se indicó, los servicios públicos en Costa Rica no se limitan a lo dispuesto por el artículo 5 de la Ley de la Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos. Lo que ese artículo indica es la lista de los servicios públicos que son objeto de regulación por parte de ese Ente, sin que autorice a desconocer la naturaleza de servicios públicos de otros servicios no comprendidos en la lista…[…]” 

Dromi, ha definido la importancia de que las leyes incorporen los caracteres jurídicos de los servicios públicos, entre los que se encuentran:

1. La continuidad, que significa que la prestación debe efectuarse toda vez que la necesidad que cubre se presente.

2. La regularidad, que implica que debe prestarse conforme a reglas preestablecidas.

3. La uniformidad, que hace a la igualdad de trato en la prestación.

4. La generalidad, que apunta a que el servicio pueda ser exigido y usado por todos los habitantes.

5. La obligatoriedad, que le viene dada por la propia naturaleza del servicio.
[…]”

Gaspar Ariño ha definido el servicio público como: 

“[…]aquella actividad propia del Estado o de otra Administración pública, de prestación positiva, con la cual, mediante un procedimiento de Derecho público, se asegura la ejecución regular y continua, por organización pública o por  delegación, de un servicio técnico indispensable para la vida social[…]”

Este autor, ha identificado las siguientes características del servicio público: actividad administrativa de prestación, exclusividad regalística, régimen de derecho público, actividad indispensable, prestación regular y continua y prestación al público.

En cuanto a los aspectos técnicos, dese por respondida parte de esta posición con los mismos argumentos expuestos en la respuesta dada al Señor  Ramón Zúñiga Silva, adicionándole, que la información de costos que presenta es limitada y no viene respaldada por estados financieros al último nivel de detalle.  Se aportan costos, pero no se puede determinar si están directamente relacionados con la actividad.  No se aporta información de los activos útiles y utilizables en la prestación del servicio.  El ponente no aporta información sobre los ingresos reales que percibe en la actividad, de manera que no aporta información suficiente y fundamentada que permita compararla razonablemente con el margen propuesto por litro, o que permita determinar  un margen razonable para la actividad.

Por las razones expuestas no es razonable acoger la petición del ponente de no efectuar ningún cambio en el modelo actual. 

Cámara Nacional de Distribuidores de Gas, representada por el Dr. Alejandro Betoni Traube (folios 113 al 121).  

En cuanto a los aspectos técnicos, dese por respondida parte de esta posición con los mismos argumentos expuestos en la respuesta dada al señor  Ramón Zúñiga Silva, adicionándole, que la información de costos que presenta es limitada y no viene respaldada por estados financieros al último nivel de detalle en su oposcición.  Se aporta información de costo global, pero no se puede determinar que está directamente relacionado con la actividad.  No se aporta información de los activos útiles y utilizables en la prestación del servicio.  El ponente no aporta información sobre los ingresos reales que percibe en la actividad, de manera que no aporta información suficiente que permita compararla razonablemente con el margen propuesto por litro, o que posibilite determinar  un margen razonable para la actividad.
Alegan en su oposición, los siguientes argumentos jurídicos: (a) que el modelo propuesto, viola al principio de equilibrio financiero y servicio al costo, (b) amenaza a los principios de calidad, continuidad y eficiencia, (c) la metodología usada por ARESEP para su propuesta tarifaria es ilegal, (d) se vulneran las reglas de la técnica, en cuanto al índice usado, (e) infracción a las normas sobre propuestas tarifarias y violación al principio de igualdad.

(a) Sobre la violación al principio de equilibrio financiero y servicio al costo.

El principio de equilibrio financiero, se encuentra contemplado en el artículo 31 de la Ley 7593, que establece que no se permitirán fijaciones  que atenten contra el equilibrio financiero de las entidades prestadoras del servicio público.

El principio general de la regulación de los servicios públicos no es solo la imposibilidad de pactar un precio, sino que su determinación depende de la autoridad administrativa de conformidad con el principio de servicio al costo. De allí que los concesionarios (con mucho más razón los de carácter particular) no tengan un derecho adquirido a una determinada tarifa o precio, en tanto la potestad tarifaria es estatal y debe ser establecida por el Ente Regulador conforme a derecho.

Precisamente, dentro de este último caso y a propósito de la argumentación expuesta, en materia de servicios públicos y respecto al artículo 31 de la Ley Nº 7593, la jurisprudencia constitucional ha sido contundente al sostener:

“... La Sala también ha indicado que la fijación de tarifas es una facultad del Estado, al tratarse de la prestación  de un servicio público, cuya fijación  no puede ser alegada como derecho adquirido de la empresa operadora. En ese sentido, en sentencia Nº 5153 de las 10:39 horas del 17 de julio de 1998, se indicó: “... en todo caso, el accionante no señala la razón de la afectada al derecho de propiedad e integridad patrimonial de la empresa amparada, por la utilización del nuevo modelo tarifario propuesto por la ARESEP, ya que únicamente se limita a descalificar dicho instrumento sin detallar el perjuicio que causaría. Asimismo, debe indicarse que en este caso no se está frente a la existencia de derechos adquiridos o situaciones jurídicas consolidadas, porque se trata de la prestación de un servicio público por parte de una concesionaria que debe ajustarse a una serie de regulaciones, en cuenta el establecimiento de una tarifa, que no dependen del mercado, sino de la fijación que realiza la autoridad administrativa”. Partiendo del hecho de que el Estado es el competente para determinar las tarifas de los servicios públicos, en el caso bajo examen, se tiene  que la Comisión Técnica de Transportes del Ministerio de Obras Públicas y Transportes, como parte de la obligación de vigilancia de los órganos públicos, gestionó ante la ARESEP procedimiento tendiente a la disminución de la tarifa establecida para las rutas Nº 40, 41 y 42 y sus ramales, otorgada desde diciembre de 1997, cuando posterior a un procedimiento administrativo se determinó un incremento en las tarifas de las rutas mencionadas a favor de la empresa aquí recurrente. Este procedimiento se sustentó en una anomalía encontrada (...) por lo que la ARESEP debía determinar dentro de la esfera de su competencia, la existencia de la anomalía y la posible reducción de la tarifa, por el error en que se había hecho  (...) Por último, señala el recurrente que la autoridad recurrida lesionó los principios de  legalidad e intangibilidad patrimonial, los que tampoco considera la Sala que se hayan dado al haber estado las actuaciones de la autoridad recurrida a derecho, dentro de la competencia para conseguir la satisfacción de fijación tarifaria de un servicio público, dentro de la mayor eficiencia y conveniencia para el usuario, tomando como lineamientos los requisitos técnicos que al efecto se establezcan sobre los cuales puede opinar esta Sala. En consecuencia, no se considera que exista violación del artículo 34 constitucional, en el sentido, que la Administración haya dictado un acto administrativo y con posterioridad haya emanado otro contrario al primero, en menoscabo de los derechos subjetivos de la empresa amparado, pues como se indicó, trata de un servicio público dado en concesión a una empresa privada que se debe ajustar al establecimiento de una tarifa que fije técnicamente la entidad accionada, por lo que no puede decirse, que las “tarifas” que establezca la administración para el cobro del transporte remunerado de personas sean inamovibles, y que entren a formar parte de la esfera de derechos subjetivos de las personas (...)”. (Voto Nº 3680-99.)

Así, no existe un derecho subjetivo del prestador del servicio a cobrar una tarifa determinada, sino a cobrar la tarifa que establezca el Ente Competente. De esta forma, la Autoridad Reguladora – Ente Competente  de acuerdo a su marco legal de atribuciones – establece las tarifas que corresponden de acuerdo con base los principios que rigen su actividad reguladora (servicio al costo
) y esta fijación puede basarse en los modelos que al efecto establezca el Ente Regulador, como es el que se sometió a audiencia pública en esta oportunidad. 

De esta forma, corresponde señalar que, en el ejercicio de esta potestad tarifaria, el Regulador General ejerce una competencia reglada dentro del marco de la normativa establecida, por lo que las fijaciones que realiza no pueden ser arbitrarias, ni dependen de su propia voluntad, sino que esta atribución estará limitada por los principios técnicos y jurídicos que,  reconocidos dentro del marco de la normativa establecida, le sean aplicables y vinculantes. Estos son los parámetros que califican, en este caso, la actuación del Ente Regulador. Claro está que, de acuerdo con el principio de servicio al costo, toda fijación debe respetar el equilibrio financiero de la empresa y esto se cumple en el caso en análisis ya que el margen absoluto equivalente al 15% del 2003, se está actualizando por inflación hasta el 2008, de manera que se está conservando su poder adquisitivo.  
(b) 
Sobre la amenaza a los principios de calidad, continuidad y eficiencia

Este argumento carece de toda fundamentación, por lo que resulta imposible referirse a él, a partir de un enunciado tan vago e impreciso que parte de un supuesto de disminución o desaparición  de los distribuidores.
(c)
Sobre la metodología usada por ARESEP para su propuesta tarifaria que es ilegal.

El opositor alega que la metodología propuesta es contraria a los parámetros establecidos en el artículo 31 de la Ley 7593. 

Establece dicho artículo lo siguiente:

“Artículo 31.-
Fijación de tarifas y precios

Para fijar las tarifas y los precios de los servicios públicos, la Autoridad Reguladora tomará en cuenta las estructuras productivas modelo para cada servicio público, según el desarrollo del conocimiento, la tecnología, las posibilidades del servicio, la actividad de que se trate y el tamaño de las empresas prestadoras.  En este último caso, se procurará fomentar la pequeña y la mediana empresa.  Si existe imposibilidad comprobada para aplicar este procedimiento, se considerará la situación particular de cada empresa.

Los criterios de equidad social, sostenibilidad ambiental, conservación de energía y eficiencia económica definidos en el Plan nacional de desarrollo, deberán ser elementos centrales para fijar las tarifas y los precios de los servicios públicos.  No se permitirán fijaciones que atenten contra el equilibrio financiero de las entidades prestadoras del servicio público.

La Autoridad Reguladora deberá aplicar modelos de ajuste anual de tarifas, en función de la modificación de variables externas a la administración de los prestadores de los servicios, tales como inflación, tipos de cambio, tasas de interés, precios de hidrocarburos, fijaciones salariales realizadas por el Poder Ejecutivo y cualquier otra variable que la Autoridad Reguladora considere pertinente.

De igual manera, al fijar las tarifas de los servicios públicos, se deberán contemplar los siguientes aspectos y criterios, cuando resulten aplicables:

a)
Garantizar el equilibrio financiero.

b)
El reconocimiento de los esquemas de costos de los distintos mecanismos de contratación de financiamiento de proyectos, sus formas especiales de pago y sus costos efectivos; entre ellos, pero no limitados a esquemas tipo B:  (construya y opere, o construya, opere y transfiera, BOO), así como arrendamientos operativos y/o arrendamientos financieros y cualesquiera otros que sean reglamentados.

c)
La protección de los recursos hídricos, costos y servicios ambientales.”

El margen absoluto equivalente al 15% del 2003, se está actualizando por inflación hasta el 2008, de manera que se está conservando su poder adquisitivo, no afectándose así el ingreso razonable para mantener el equilibrio financiero.  Le corresponde al ponente demostrar que con la tarifa reconocida, el equilibrio financiero está en riesgo; ante esta situación lo que procede es que presente una solicitud incremento de tarifas demostrándolo. 
(d) 
Sobre la vulneración de las reglas de la técnica, en cuanto al índice usado.

El opositor alega que el índice de precios al consumidor no es un indicador idóneo para calcular el incremento real en los costos de los distribuidores de GLP y que se infringen lo dispuesto en los artículos 16 y 160 de la LGAP.

Al respecto, conviene transcribir los artículos indicados:

Artículo 16.-

1.  En ningún caso podrán dictarse actos contrarios a reglas unívocas de la ciencia o de la técnica, o a principios elementales de justicia, lógica o conveniencia.

2.  El Juez podrá controlar la conformidad con estas reglas no jurídicas de los elementos discrecionales del acto, como si ejerciera contralor de legalidad.

Artículo 160.-

El acto discrecional será inválido, además, cuando viole reglas elementales de lógica, de justicia o de conveniencia, según lo indiquen las circunstancias en cada caso.

Con respecto a la discrecionalidad administrativa, ésta existe para los jerarcas administrativos dentro de un marco legal determinado. Ello implica que, de forma discrecional, no arbitraria y ajustada a derecho, esta Autoridad Reguladora está en capacidad de valorar las posibilidades que le otorga la ley, y escoger la más razonable y proporcionada respecto al trámite que se esté desarrollando ante su competencia. 

Con respecto al contexto en que debe operar la discrecionalidad de la que dispone el máximo jerarca de esta Administración para tomar este tipo de decisiones, la jurisprudencia ha sido reiterativa en los siguientes criterios:

“(...) Todo acto administrativo es el resultado del ejercicio de una potestad. En el caso de actos producto del ejercicio de una potestad discrecional, éstos se componen de elementos legalmente determinados y de otros configurados por la apreciación subjetiva de la Administración ejecutora. La discrecionalidad es esencialmente la libertad de elección que tiene la Administración, de escoger entre una pluralidad de alternativas, todas igualmente justas, según su propia iniciativa, por no estar la solución concreta dentro de la norma. Esta libertad de la Administración no es arbitraria, su existencia tiene su fundamento en la Ley y su ejercicio está delimitado en ésta. (...) En este sentido encontramos que los artículos 15, 16, 17, 160 y 216, inciso 1), de la Ley General de la Administración Pública disponen, que la discrecionalidad está sometida a los límites que le mismo ordenamiento le impone, así como a las reglas de la lógica, la ciencia o de la técnica, y a los principios generales del Derecho, entre los cuales destacan los principios elementales de justicia, de conveniencia y de razonabilidad (...)”.Sentencia de la Sala Primera de la Corte Suprema de Justicia Nº 19, de las 14:40 horas del 2 de abril de 1997. 

“(...) Como principio general del Derecho, contenido en el artículo 16 de la Ley General de la Administración Pública, en ningún caso pueden dictarse actos contrarios a reglas unívocas de la ciencia  o de la tecnología, o a principios elementales de justicia, lógica o conveniencia, conceptos que se resumen en la razonabilidad y proporcionalidad como parámetros de constitucionalidad (...)“. Voto de la Sala Constitucional, Nº 5990-94 de las 9:09 horas del 14 de octubre de 1994.

Sobre el tema, el tratadista Eduardo García de Enterría se refiere a la aplicación de la discrecionalidad en el ámbito de actuación de la Administración Pública así:

“(...) La existencia de potestades discrecionales es una exigencia indeclinable del gobierno humano: éste no puede ser reducido a una pura “nomocracia” objetiva y neutral, a un simple juego automático de normas (...) La necesidad  de apreciaciones de circunstancias singulares, de estimación de la oportunidad concreta en el ejercicio del poder público, es indeclinable y ello alimenta inevitablemente la política, la cual es ilusorio pretender desplazar del Gobierno de la comunidad (...) Es más: la atribución a la Administración  de muchas funciones se hace buscando justamente para su gestión la estimación subjetiva de la oportunidad que la técnica de la discrecionalidad permite y solo por ello (...)”. García de Enterría, Eduardo, Curso de Derecho Administrativo Volumen I, Sétima Edición, Editorial Civitas, Madrid, España, 1995, pp. 444 y 445.

De esta forma, si bien el principio de legalidad exige una norma jurídica en la base de toda potestad de imperio de la Administración Pública, en bien de la seguridad del ciudadano (artículos 11 y 59.1 LGAP), la ley es normalmente preventiva y abstracta ante la realidad social y no puede preverlo ni ordenarlo todo, por lo que debe confiar a la Administración la regulación de sus relaciones con el ciudadano.

La discrecionalidad constituye la libertad de la Administración para determinar y decidir su conducta imperativa frente a otros sujetos en cuanto a los aspectos no regulados por la ley. La discrecionalidad consiste en la potestad de elegir los elementos no regulados, según un criterio subjetivo e individualizado, pero jurídicamente aceptado desde el punto de vista de su adaptación al fin buscado.
Al ser ampliamente reconocida la técnica de utilizar la inflación como indicador para actualizar precios, el modelo utilizado para calcular el margen se ajusta a las reglas de la ciencia y la técnica.
 (e) 
Sobre la infracción a las normas sobre propuestas tarifarias y violación al principio de igualdad.

En este argumento, se confunde el opositor con los requisitos que deben cumplir los prestadores de los servicios al presentar una petición tarifaria, de conformidad con el artículo 33 de la Ley 7593, con la facultad de la Autoridad Reguladora para establecer metodologías tarifaria o modelos de fijación de precios y tarifas de conformidad con los artículos 31 y 36 de dicha ley.

Respecto a la supuesta violación del principio de igualdad que indica la opositora, corresponde citar lo que sobre este tema ha señalado la jurisprudencia de la Sala Constitucional: 

“(...) Por medio de este artículo (numeral 33 de la Constitución Política) se prohíbe hacer diferencias entre dos o más personas que se encuentran en una misma situación jurídica o en condiciones idénticas, sin que pueda pretenderse un trato igual cuando las condiciones o circunstancias son desiguales, se acuerda, en principio, un trato igual a situaciones iguales y se posibilita un trato diferente a situaciones y categorías personales diferentes. Esa fórmula tan sencilla fue reconocida desde hace muchos años por la Corte Constitucional, a la fecha la Corte Suprema de Justicia, que tenía a su cargo el conocimiento de los recursos de inconstitucionalidad antes de la creación de esta Sala especializada (...)” Voto N° 5061-94 de la Sala Constitucional. (El subrayado no es del original).

“(...) El principio de igualdad, contenido en el Artículo 33 de la Constitución Política, no implica que en todos los casos, se deba dar un tratamiento igual prescindiendo de los posibles elementos diferenciadores de relevancia jurídica que pueda existir; o lo que es lo mismo, no toda desigualdad constituye necesariamente una discriminación. La igualdad, como lo ha dicho esta Sala, sólo es violada cuando la desigualdad está desprovista de una justificación objetiva y razonable. Pero además, la causa de justificación del acto considerado desigual, debe ser evaluada en relación con la finalidad y sus efectos, de tal forma que deba existir, necesariamente, una relación razonable de proporcionalidad entre los medios empleados y la finalidad propiamente dicha. Es decir, que la igualdad debe entenderse en función de las circunstancias que concurren en cada supuesto concreto en el que se invoca, de tal forma que la aplicación de la ley, no prohíbe que se contemplen soluciones distintas ante situaciones distintas, con tratamiento diverso (...)”. Voto N° 1770-94 de la Sala Constitucional.

Como se desprende de la jurisprudencia constitucional citada, el principio de igualdad opera entre aquellos sujetos que se encuentran en idéntica situación de hecho, mas no de aquellos que ocupan una situación diferente, o desigual. En tal caso, se requiere que sujetos en identidad fáctica sean tratados de igual forma, situación que no acontece con los prestadores de los servicios públicos que soliciten un incremento tarifario y las facultades otorgadas por Ley 7593 a la Autoridad Reguladora para establecer las diferentes metodologías tarifarias y modelos, cuyo régimen de derecho y de situación, los ponen en situaciones diferentes, por lo que no se produce ninguna violación al principio de igualdad constitucional, tal y como señala la jurisprudencia de nuestro máximo Tribunal Constitucional.

Por las razones expuestas no es razonable acoger la petición del ponente de no efectuar ningún cambio en el modelo vigente.
Viquemuri S.A., representada por Alex Víquez Sáenz (folios 122 al 137). 

Dese por respondida parte de esta posición con los mismos argumentos expuestos en la respuesta dada al señor  Ramón Zúñiga Silva, adicionándole, que la información de costos que presenta es limitada y no viene respaldada por estados financieros al último nivel de detalle.  Si bien es cierto aportan información sobre costos, pero con la misma no se puede determinar si están directamente relacionados con la actividad.  No se aporta información de los activos útiles y utilizables en la prestación del servicio.  El ponente no aporta información detallada de los costos y gastos operativos de la actividad, de manera que no aporta información suficiente y relevante que permita compararla razonablemente con el margen propuesto por litro.  

Por las razones expuestas no es razonable acoger la petición del ponente de no efectuar ningún cambio en el modelo vigente.

Tropigas de Costa Rica S.A., representada por Víctor Hugo Villalobos Portillo (folios 138 al 148). 
En cuanto a los aspectos técnicos, dese por respondida parte de esta posición con los mismos argumentos expuestos en la respuesta dada al Señor Ramón Zúñiga Silva y a la Cámara Nacional de Distribuidores de Gas; adicionándole, que la información de costos que presenta es limitada y no viene respaldada por estados financieros al último nivel de detalle.  Se aportan costos, pero no se puede determinar si están directamente relacionados con la actividad.  No se aporta información de los activos útiles y utilizables en la prestación del servicio.  El ponente no aporta información sobre los ingresos reales que percibe en la actividad, de manera que no aporta información suficiente que permita compararla razonablemente con el margen propuesto por litro, o que permita determinar  un margen razonable para la actividad.
Alega en su oposición, los siguientes argumentos jurídicos: (a) De acuerdo con el artículo 3 y 31 de la ley 7593, la ARESEP está violando los principios de servicio al costo y equilibrio financiero. (b) Se incumplen los parámetros definidos en el artículo 31 de la ley 7593 al no analizar en su propuesta la estructura productiva de la cadena de comercialización. (c) Violación al artículo 35 de la ley 7593 al no presentarse en la propuesta de la ARESEP estudios técnico completos y fiables para justificar su actuar. (d) Al no analizarse la estructura de costos de la industria y considerar los diferentes tamaños y naturaleza de los distribuidores, se amenaza los principios de calidad, continuidad y eficiencia por eventual salida del mercado de los distribuidores, en contra de los establecido en el artículo 4 de la ley 7593. (e) La propuesta de la ARESEP va en contra del criterio de la Procuraduría General de la República C-30-2002.

(a) 
De acuerdo con el artículo 3 y 31 de la ley 7593, la ARESEP está violando los principios de servicio al costo y equilibrio financiero.
Este argumento, fue analizado en el acápite (a) del punto anterior referente a la posición de la Cámara Nacional de Distribuidores de Gas y en lo técnico dese por respondido este punto con la respuesta dada a la posición del Señor Ramón Zúñiga Silva.
(b) Se incumplen los parámetros definidos en el artículo 31 de la ley 7593 al no analizar en su propuesta la estructura productiva de la cadena de comercialización.

El artículo 31 de la Ley 7593, establece algunos parámetros que deben considerarse a la hora de fijar tarifas.

“Artículo 31.-
Fijación de tarifas y precios

Para fijar las tarifas y los precios de los servicios públicos, la Autoridad Reguladora tomará en cuenta las estructuras productivas modelo para cada servicio público, según el desarrollo del conocimiento, la tecnología, las posibilidades del servicio, la actividad de que se trate y el tamaño de las empresas prestadoras.  En este último caso, se procurará fomentar la pequeña y la mediana empresa.  Si existe imposibilidad comprobada para aplicar este procedimiento, se considerará la situación particular de cada empresa.

Los criterios de equidad social, sostenibilidad ambiental, conservación de energía y eficiencia económica definidos en el Plan nacional de desarrollo, deberán ser elementos centrales para fijar las tarifas y los precios de los servicios públicos.  No se permitirán fijaciones que atenten contra el equilibrio financiero de las entidades prestadoras del servicio público.

La Autoridad Reguladora deberá aplicar modelos de ajuste anual de tarifas, en función de la modificación de variables externas a la administración de los prestadores de los servicios, tales como inflación, tipos de cambio, tasas de interés, precios de hidrocarburos, fijaciones salariales realizadas por el Poder Ejecutivo y cualquier otra variable que la Autoridad Reguladora considere pertinente.

De igual manera, al fijar las tarifas de los servicios públicos, se deberán contemplar los siguientes aspectos y criterios, cuando resulten aplicables:

a)
Garantizar el equilibrio financiero.

b)
El reconocimiento de los esquemas de costos de los distintos mecanismos de contratación de financiamiento de proyectos, sus formas especiales de pago y sus costos efectivos; entre ellos, pero no limitados a esquemas tipo B:  (construya y opere, o construya, opere y transfiera, BOO), así como arrendamientos operativos y/o arrendamientos financieros y cualesquiera otros que sean reglamentados.

c)
La protección de los recursos hídricos, costos y servicios ambientales.”

El margen absoluto equivalente al 15% del 2003, se está actualizando por inflación hasta el 2008, de manera que se está conservando su poder adquisitivo, no afectándose así el ingreso razonable para mantener el equilibrio financiero.  Le corresponde al ponente demostrar que con la tarifa reconocida, el equilibrio financiero está en riesgo; ante esta situación lo que procede es que presente una solicitud de incremento de tarifas demostrándolo.

(c) Violación al artículo 35 de la ley 7593 al no presentarse en la propuesta de la ARESEP estudios técnicos completos y fiables para justificar su actuar.

El artículo 35 de la Ley 7593, establece la obligación de la Autoridad Reguladora, de permitir el acceso de los consumidores y usuarios de los servicios públicos regulados por esta ley, de la Defensoría de los Habitantes y los ministros rectores de tales servicios, a los estudios técnicos en que fundamentó la fijación realizada.  Durante el proceso de la audiencia pública el ponente tuvo acceso al estudio técnico y a la información requerida, a tal nivel que se presentó su posición cuestionando la técnica utilizada por la ARESEP para obtener el margen absoluto.  Además que la información utilizada, se refiere a las tarifas que se le han fijado a la industria en los últimos años y la forma de cálculo se presenta en el estudio técnico adjunto al expediente.
(d) Al no analizarse la estructura de costos de la industria y considerar los diferentes tamaños y naturaleza de los distribuidores, se amenaza los principios de calidad, continuidad y eficiencia por eventual salida del mercado de los distribuidores, en contra de los establecido en el artículo 4 de la ley 7593.

El artículo 4 de la Ley 7593, en su inciso d), establece que son objetivos fundamentales de la Autoridad Reguladora, formular y velar por que se cumplan los requisitos de calidad, cantidad, oportunidad, continuidad y confiabilidad necesarios para prestar en forma óptima, los servicios públicos sujetos a su autoridad.

El ponente no demuestra con pruebas, que la aplicación del modelo propuesto de ajuste del margen de distribución por inflación, viole los principios a que se refiere el artículo 4 de la Ley 7593.  El ajustar el margen por inflación no amenaza dichos principios, pues este tipo de práctica es común para mantener el poder adquisitivo del margen, no afectando su poder de compra.  

e) 
La propuesta de la ARESEP va en contra del criterio de la Procuraduría General de la República C-30-2002.

El dictamen C-030-2002, establece lo siguiente:

“(…) El legislador, al emitir la Ley N. 7593 de 9 de agosto de 1996 confirió competencia a la Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos para fijar precios. Empero, el legislador no se limitó a determinar el ente competente para hacer las fijaciones tarifarias. Por el contrario, en el artículo 3 estableció el principio bajo el cual debía enmarcarse el ejercicio de la potestad tarifaria, sea el de "servicio al costo". Dicho principio determina que las tarifas y precios de los bienes y servicios a que se refiere la ley deben contemplar los costos necesarios para producirlos o prestarlos, de manera tal que dichas tarifas y precios no pueden conducir al prestatario del servicio a una situación deficitaria o provocarle ganancias excesivas, que hagan sumamente costoso el servicio para los diferentes usuarios. 

Al haber definido el legislador que los precios deben reflejar, o mejor dicho, ser manifestación de los costos y responder a criterios técnicos, ello determina que esos elementos sólo pueden ser dejados de lado por la ARESEP en virtud de una decisión de valor legislativo. Es decir, una fijación que no contemple los costos y, por el contrario, sea inferior a los aumentos que se hayan producido en esos costos o bien responda a criterios políticos, entrañaría un desconocimiento de los principios que legalmente rigen la fijación tarifaria y ese desconocimiento sólo podría ser legal si ha intervenido una decisión de la Asamblea Legislativa tendiente a modificar lo dispuesto en la Ley N. 7593. Ergo, si la regulación de los precios encuentra su fundamento en una ley, solo la ley puede modificar tal regulación. En tanto esa regulación no sea modificada por vía general o para un supuesto específico, la regulación debe ser respetada. 

Lo anterior adquiere particular importancia cuando se trata de otorgar compensaciones a un ente prestatario de los servicios públicos y, por ende, de establecer mecanismos para que las tarifas públicas de los servicios prestados no respondan necesariamente a los principios generales establecidos por la Ley N. 7593. En el estado actual del ordenamiento, en que se ha fijado como principio para la fijación de tarifas el de servicio a costo, cabría afirmar que en materia de compensaciones de precios y más aún de determinar fijaciones de precios por debajo de los costos, la competencia es el del Poder Legislativo. En primer término, porque como ya se indicó, el legislador en la Ley N. 7593 determinó que la tarifa se fijaría de acuerdo con el principio de servicio al costo. La imposición de ese criterio entraña un límite para la autoridad administrativa, que está obligada a acatar dicho principio y, por ende, a hacer las fijaciones tarifarias basadas en el servicio al costo. Una fijación por debajo de los costos sólo podría ser posible con base en una ley que autorice a operar por debajo de los costos. 

Pero, además, si se pretende que ante una fijación de precios por debajo de los costos, el prestatario de los servicios deba ser compensado, también en esa hipótesis habría que señalar la competencia de la Asamblea Legislativa. El otorgamiento de esas compensaciones entraña una obligación pecuniaria para el Estado o la Administración. Una obligación que la Administración no puede asumir libremente, máxime que implica una disposición gratuita de fondos públicos, lo cual implica que de parte del prestatario del servicio no hay una contraprestación para la Administración, que justifique el desplazamiento patrimonial. Conforme los principios que rigen el empleo de los fondos públicos y, particularmente el principio de legalidad, la decisión de asumir una parte del precio de los servicios públicos y de compensar las pérdidas que haya sufrido un ente en la prestación del servicio debe tener su origen en la ley. Cabe señalar que las entregas gratuitas de fondos públicos constituyen una subvención cuando tienen por objeto financiar un servicio público prestado por un tercero a un precio inferior al coste. Y el régimen de las subvenciones es de rango legal. Lo cual significa que es la ley la que debe establecer la subvención, fijando sus aspectos materiales, subjetivos y temporales. Se requiere una ley que habilite a la Administración para realizar la disposición de mérito. 

Ahora bien, se consulta si dicha decisión será válida. Estima la Procuraduría que la duda que se presenta sobre esa validez, podría plantearse en estos términos: ¿es constitucional la ley que determine que los precios se fijarán mediante elementos diferentes al costo o bien la norma que determine el otorgamiento de un subsidio?. Considera la Procuraduría que determinar a priori la validez de una decisión de modificar lo dispuesto en el artículo 3, inciso b) o bien de otorgar un subsidio, no es posible. Obsérvese que el "principio de servicio al costo" no es un principio de valor constitucional. De allí que la Asamblea Legislativa podría decidir que la fijación tarifaria responda a otro principio. En el tanto esa decisión resulte razonable podría afirmarse que es constitucional. En igual forma, si bien el otorgamiento de subsidios entraña una diferenciación, no por ello se infringe el principio de igualdad jurídica. Procede recordar que este principio significa, ante todo, una igualdad de trato ante igualdad de situaciones. Si las situaciones son diferentes ameritan un tratamiento diferente. Habrá infracción al principio de igualdad, empero, si la diferencia que funda la subvención o subsidio es irrazonable o desproporcionada. 

Es de advertir que hablamos de una determinación a priori porque en el momento en que la ARESEP decidió no realizar la fijación extraordinaria, la Asamblea Legislativa no había modificado expresa o tácitamente la Ley de la ARESEP, autorizando a no hacer la fijación extraordinaria que procedía, así como tampoco había emitido ninguna autorización para otorgar a RECOPE "los fondos compensatorios por el costo incurrido al no aumentar los combustibles", por ende para asumir parte del precio de los combustibles. Sin entrar a analizar si la ley de presupuesto es norma suficiente para dar legalidad a la compensación que nos ocupa, debe tomarse en cuenta que no es sino con el presupuesto extraordinario, aprobado por la Ley N. 8182 de 5 de diciembre de 2001, publicada en el Alcance 86 a La Gaceta de 10 de diciembre de 2001, que la Asamblea otorga a RECOPE fondos para cubrir la subvención de mérito. Al momento en que se decidió no realizar la fijación extraordinaria, la Asamblea Legislativa no había adoptado ninguna decisión sobre esta materia. Por consiguiente, no sólo no se puede determinar la validez de una autorización legislativa de compensar, sino que tampoco puede considerarse que la decisión de no fijar extraordinariamente el precio de los combustibles sea consecuencia y, por ende se funde, en una "decisión del Poder Legislativo. (…)
Por tanto, la metodología utilizada para el cálculo del nuevo margen de comercialización, no es contraria al criterio emitido por la Procuraduría General de la República.
David Villalobos Carvajal y otros, vendedores minoristas o al detalle distribuidor de gas (folios 149 al 153). Ana Rojas Ruiz y otros, vendedores minoristas o al detalle distribuidor de gas (folios 154 al 158).  Liseth Hernández C y otros, vendedores minoristas o al detalle distribuidor de gas (folios 159 al 163).  Adriana Mejía F y otros, vendedores minoristas o al detalle distribuidor de gas (folios 164 al 168).  Jeannethe Aguilar H y otros, vendedores minoristas o al detalle distribuidor de gas (folios 169 al 173). Olga Cubero Chacón y otros, vendedores minoristas o al detalle distribuidor de gas (folios 174 al 178).  Teresita Solís Rojas y otros, vendedores minoristas o al detalle distribuidor de gas (folios 179 al 183).  María Ángeles Blanco y otros, vendedores minoristas o al detalle distribuidor de gas (folios 184 al 188).  Leyner Quesada Sancho y otros, vendedores minoristas o al detalle distribuidor de gas (folios 189 al 193).  Margarita Fernández A y otros, vendedores minoristas o al detalle distribuidor de gas (folios 194 al 198).  Edwin Alpizar A y otros, vendedores minoristas o al detalle distribuidor de gas (folios 199 al 203).  Alvaro Jiménez C y otros, vendedores minoristas o al detalle distribuidor de gas (folios 204 al 208).  Amable Álvarez A distribuidor minorista de gas (folios 209 al 213).  Edgardo Acuña  O y otros, vendedores minoristas o al detalle distribuidor de gas (folios 214 al 218). 

Dese por respondida la posición de estos distribuidores, con los mismos argumentos expuestos en la respuesta dada al señor  Ramón Zúñiga Silva. Se le indica a los ponentes que los demás miembros que conforman la cadena de distribución (RECOPE, envasador) el margen de operación está en términos absolutos, por lo que no requieren de una modificación como la que se está planteando para los distribuidores de cilindros con contenido de gas licuado de petróleo.

Además, la Autoridad Reguladora inició las gestiones para implementar un programa de control de la cantidad de GLP que contienen los cilindros que se comercializan.

Asogas Express de Costa Rica S.A., representada por Carlos Manuel Quesada Pérez (folios 219 al 222) y Roy E. Gutiérrez Trejos, distribuidor (folios 223 al 225).  

Dese por respondida la posición de estos distribuidores, con los mismos argumentos expuestos en la respuesta dada al Señor  Ramón Zúñiga Silva y la Cámara Nacional de Distribuidores de Gas.

Además, se le indica la Autoridad Reguladora ha reconocido únicamente dos eslabones más después del envasador en la cadena de distribución del gas licuado de petróleo en cilindros, los cuales los hemos asumidos como: a) aquellos que se dedican exclusivamente a la venta de gas en cilindros (distribuidores y agencias y b) los que venden cilindros con contenido de gas, como un producto más de los muchos otros que venden (detallistas).  También se podrían referenciar como aquellos que venden cilindros con contenido de GLP, al por mayor y al por menor (detalle).  Dentro de estas dos cadenas del eslabón, si son rentables, pueden ubicarse varias prácticas de ventas y eso favorece la competencia.

III.
Que de conformidad con los resultandos y considerandos anteriores así como el mérito de los autos, lo procedente es modificar el modelo de cálculo del margen distribución por litro de los distribuidores, agencias y detallistas que venden gas licuado de petróleo en cilindros, convirtiéndolo dicho margen de un valor relativo a uno absoluto y fijando de una vez el margen absoluto por litro para cada eslabón de la cadena dicho y el precio de los cilindros en sus diferentes especificaciones, tal y como se dispone.
POR TANTO:

Al tenor de las potestades conferidas en la Ley 7593,  el Decreto 29 732-MP, la Ley 6588 y su reglamento y, la Ley General de la Administración Pública,

EL REGULADOR GENERAL

RESUELVE:

I. Definir el modelo para los ajustes del margen de comercialización de los distribuidores, agencias y detallistas de cilindros con contenido de gas licuado de petróleo como sigue:
Mgi = Mg0 x (1 + variación del IPC)

Donde:

Mgi = Margen de cada eslabón en la cadena, en colones por litro para el periodo siguiente.

Mg0 = Margen vigente de cada eslabón en la cadena, en colones por litro.

IPC = Índice de precios al consumidor (incremento de diciembre a diciembre)

Sobre el margen absoluto por litro que se fije, se puede hacer un descuento máximo por litro vendido de GLP de un 13%.

Los ajustes se realizarán mediante el procedimiento extraordinario, de acuerdo a lo establecido en la ley 7593, su Reglamento y la resolución RRG-7205-2007 del 7 de setiembre del 2007 y publicada en La Gaceta N°181 del 20 de setiembre del 2007.

II. Fijar el margen de comercialización de los distribuidores y agencias en ¢34,82/litro y de los detallistas en ¢40,04/litro. Sobre estos márgenes se puede aplicar un descuento máximo del 13%.

III. Fijar los precios del GLP en la cadena de comercialización hasta el consumidor final de acuerdo con el siguiente detalle: 

	PRECIO DE GAS LICUADO DE PETROLEO POR TIPO DE ENVASE Y

POR CADENA DE DISTRIBUCION (en colones por litro y cilindros)

incluye impuesto único (1)

	TIPOS DE ENVASE
	PRECIO A FACTURAR

 POR EL ENVASADOR
	PRECIO A FACTURAR POR

DISTRIBUIDOR Y AGENCIAS
	PRECIO A FACTURAR POR

DETALLISTAS

	 TANQUES FIJOS  (por litro)
	426,001
	(*)
	(*)

	 CILINDRO DE       8,598 Litros
	3.663,00
	3.962,00
	4.306,00

	 CILINDRO DE     17,195 Litros
	7.325,00
	7.924,00
	8.612,00

	 CILINDRO DE     21,495 Litros
	9.157,00
	9.905,00
	10.766,00

	 CILINDRO DE     34,392 Litros
	14.651,00
	15.849,00
	17.226,00

	 CILINDRO DE     85,981 Litros
	36.628,00
	39.622,00
	43.065,00


 (*) No se comercializa en esos puntos de ventas.

 (1) Precios máximos de venta según resolución RRG-1907-2001 publicada en La Gaceta N°65 del 2 de abril del 2001.

IV. Tener por contestadas las diferentes posiciones y oposiciones presentadas a este expediente con el análisis contenido en la sección 3 del informe técnico.

En cumplimiento de lo que ordena el artículo 245 de la Ley General de la  Administración Pública, se indica que contra la anterior resolución caben los recursos ordinarios de revocatoria y de apelación y, el extraordinario de revisión. El de revocatoria podrá interponerse ante el Regulador General; a quien corresponde resolverlo; el de apelación y revisión, podrán interponerse ante la Junta Directiva, a la que corresponde resolverlos.

El recurso de revocatoria y el de apelación deberán interponerse en el plazo de tres días contados a partir del día siguiente a la notificación; el de revisión, dentro de los plazos señalados en el artículo 354 de la citada ley.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 3 inciso c) de la Ley 8114 del 4 de julio de 2001, los distribuidores, agencias y detallistas aplicarán los precios señalados el día siguiente a la publicación de la presente resolución en La Gaceta.

PUBLÍQUESE Y NOTIFÍQUESE.

FERNANDO HERRERO A.

Regulador General

Lev/
CONSTANCIA DE NOTIFICACIÓN. Se notifica la resolución anterior, a la Refinadora Costarricense de Petróleo, S.A., en su Gerencia de Administración y Finanzas, ubicada en el octavo piso del Edificio Administrativo en Barrio Tournón, San José, a las ______________horas del _________________de ____________ de 2008.

CONSTANCIA DE NOTIFICACIÓN. Se notifica la resolución anterior, a Ramón Zúñiga

 Silva, con cédula de identidad  6-138-948 por medio del telefax que consta en el expediente, 2229-4393.  San José, a las ______ horas del __________ de Agosto del 2008.

CONSTANCIA DE NOTIFICACIÓN. Se notifica la resolución anterior, a Alberto Alpizar Arias, con cédula de identidad 2-445-743,  400 m Este de la plaza de deportes Fátima de Atenas, dirección que  consta en el expediente, San José, a las _______ horas del __________ de agosto del 2008.

CONSTANCIA DE NOTIFICACIÓN. Se notifica la resolución anterior, señor Henry Hernández Alfaro, con cédula de identidad 2-444-201.  Presidente de Asociación de Distribuidores de Gas Propano y Afines (ADIGAPA). Urbanización Loma Linda del Roble de Alajuela, casa 15-I, dirección que  consta en el expediente.  San José, a las ______ horas del __________ de agosto de 2008.

CONSTANCIA DE NOTIFICACIÓN. Se notifica la resolución anterior, a José Alonso Jiménez Fernández, con cédula de identidad 2-572-605, distribuidora independiente del Gas LPG.  Número de teléfono para notificaciones sería el fax    2-462-1053. el cual consta en expediente. San José, a las ______ horas del __________ de Agosto de 2008.

CONSTANCIA DE NOTIFICACIÓN. Se notifica la resolución anterior, a Tatiana Baldi Solano, con cédula de identidad 7-094-197, distribuidora del Gas LPG., Desamparados, Urbanización Los Duraznos, casa 11-A, dirección que aparece en el expediente .  San José, a las_______ horas del _____ _____de Agosto de 2008.

CONSTANCIA DE NOTIFICACIÓN. Se notifica la resolución anterior, a Ana Karina Zeledón Lépiz,  representante de  la Defensoría de los Habitantes, 450 m N, de la Torre Mercedes, dirección que consta en el expediente, San José, a las _______ horas del __________ de Agosto de 2008.

CONSTANCIA DE NOTIFICACIÓN. Se notifica la resolución anterior, a Allen Quirós  Arias, cédula de identidad 1-346-425., representante de Quiro del Atlántico S.A., por medio del fax que consta en el expediente, 2710-6996.  San José, a las ______ horas del __________ de Agosto de 2008.

CONSTANCIA DE NOTIFICACIÓN. Se notifica la resolución anterior, Alejandro Betoni Traube, cédula de identidad 1-912-423, apoderado de la Cámara Nacional de Distribuidores de Gas, por medio del fax que consta en el expediente, 2280-0303. San José, a las ______ horas del __________ de Agosto de 2008.

CONSTANCIA DE NOTIFICACIÓN. Se notifica la resolución anterior, a Alex Víquez Sáenz, cédula de identidad 4-109-506, Presidente de VIQUEMURI S.A. , por medio del fax que consta en el expediente, 2281-0022.   San José, a las_______ horas del _____ _____de Agosto de 2008.

CONSTANCIA DE NOTIFICACIÓN. Se notifica la resolución anterior, a Víctor Hugo Villalobos Portillo, cédula de identidad 2-440-096., representante de Tropigas de Costa Rica S.A. por medio del telefax que consta en el expediente,2438 -3720.  San José, a las _______ horas del __________ de Agosto de 2008.

CONSTANCIA DE NOTIFICACIÓN. Se notifica la resolución anterior, a David Villalobos Carvajal, con cédula de identidad 2-288-575, y otros.  Soda La Eureka, mercado municipal de Heredia, dirección que consta en el expediente.   San José, a las ______ horas del __________ de Agosto de 2008.

CONSTANCIA DE NOTIFICACIÓN. Se notifica la resolución anterior, a Ana Rojas Ruiz, con cédula de identidad 2-261-116, y otros.  No indica lugar ni medio para notificar.  San José, a las ______ horas del __________ de Agosto de 2008.

CONSTANCIA DE NOTIFICACIÓN. Se notifica la resolución anterior, a Adriana Mejía F, con cédula de identidad 2-584-202, y otros.  No indica lugar ni medio para notificar.  San José, a las ______ horas del __________ de Agosto de 2008.

CONSTANCIA DE NOTIFICACIÓN.  Se notifica la resolución anterior, a Liseth Hernández C, con cédula de identidad 2-710-543, y otros.   No indica lugar ni medio para notificar.  San José, a las ______ horas del __________ de Agosto de 2008.

CONSTANCIA DE NOTIFICACIÓN. Se notifica la resolución anterior, a Jeannethe Aguilar H, con cédula de identidad 2-449-419, y otros.  No indica lugar ni medio para notificar.  San José, a las ______ horas del __________ de Agosto de 2008.

CONSTANCIA DE NOTIFICACIÓN. Se notifica la resolución anterior, a Olga Cubero

 Chacón, con cédula de identidad 6-961-051, y otros. No indica lugar ni medio para notificar.  San José, a las ______ horas del __________ de Agosto de 2008.

CONSTANCIA DE NOTIFICACIÓN. Se notifica la resolución anterior, a Teresita Solís Rojas, con cédula de identidad 2-306-642, y otros.  No indica lugar ni medio para notificar.  San José, a las ______ horas del __________ de Agosto de 2008.

CONSTANCIA DE NOTIFICACIÓN. Se notifica la resolución anterior, a María Ángeles Blanco, con cédula de identidad 13000538-11, y otros No indica lugar ni medio para notificar.  San José, a las ______ horas del __________ de Agosto de 2008.

CONSTANCIA DE NOTIFICACIÓN. Se notifica la resolución anterior, a Leyner Quesada

Sancho, con cédula de identidad 6-252-552, y otros  No indica lugar ni medio para notificar.  San José, a las ______ horas del __________ de Agosto de 2008.

CONSTANCIA DE NOTIFICACIÓN. Se notifica la resolución anterior, a Margarita Fernández A,   con cédula de identidad 2-924-408, y otros  No indica lugar ni medio para notificar.  San José, a las ______ horas del __________ de Agosto de 2008.

CONSTANCIA DE NOTIFICACIÓN. Se notifica la resolución anterior, a Edwin Alpizar A,  con cédula de identidad 2-382-354, y otros,.  No indica lugar ni medio para notificar.  San José, a las ______ horas del __________ de Agosto de 2008.

CONSTANCIA DE NOTIFICACIÓN. Se notifica la resolución anterior, a Alvaro Jiménez C, con cédula de identidad 2-428-477, y otros.  No indica lugar ni medio para notificar.  San José, a las ______ horas del __________ de Agosto de 2008.

CONSTANCIA DE NOTIFICACIÓN. Se notifica la resolución anterior, a Amable Álvarez A,  con cédula de identidad 6-1105-540, y otros .No indica lugar ni medio para notificar. San José, a las ______ horas del __________ de Agosto de 2008.

CONSTANCIA DE NOTIFICACIÓN. Se notifica la resolución anterior, a Edgardo Acuña  O,  con cédula de identidad 2-223-711, y otros.  No indica lugar ni medio para notificar.  San José, a las ______ horas del __________ de Agosto de 2008.

CONSTANCIA DE NOTIFICACIÓN. Se notifica la resolución anterior, a Carlos Manuel Quesada Pérez, cédula de identidad 3-313-583 Representante de Asogas Expres de Costa Rica SÁ.  No indica lugar ni medio para notificar.   San José, a las ______ horas del __________ de Agosto de 2008.

CONSTANCIA DE NOTIFICACIÓN. Se notifica la resolución anterior, a Roy E. Gutiérrez Trejos, con cédula de identidad  1-687-050. .  No indica lugar ni medio para notificar.   San José, a las ______ horas del __________ de Agosto de 2008.

� DROMI (Roberto) Cuatro Leyes Constitucionales, Bases y principios. Ediciones Ciudad Argentina. Buenos, Aires, 1994. pág. 35


� ARIÑO ORTIZ (Gaspar) Principios de Derecho Público Económico. Modelo de Estado, Gestión Pública, Regulación Económica. Editorial Comares. Granada, 2004, pág. 548.


� Ver ARIÑO ORTIZ (Gaspar) Op. Cit. Págs. 549 a 554.


� De conformidad con los principios que inspiran la Ley Nº 7593 del 09 de agosto de 1996, por la cual se crea la Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos, se diseñó un modelo de regulación moderno, sobre la base del principio del servicio al costo, que significa que en la determinación de las tarifas y los precios, únicamente se contemplará los costos necesarios para prestar el servicio, permitiendo una retribución competitiva, que garantice un adecuado desarrollo de la actividad (artículo 3º de la Ley N° 7593.) 
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